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ESTE TEMA EN OTRAS MATERIAS

1.3. Dependencia y Servicios Sociales

1.3.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.3.2.2 Personas con discapacidad

1.3.2.2.2 Este tema en otras materias

1.3.2.2.2.1 Igualdad, Transporte, Urbanismo y Vivienda

...

En materia de tráfico son variados los motivos de queja de la ciudadanía que afectan a las personas con 
discapacidad, en concreto se refieren a la carencia de aparcamientos reservados para personas con movilidad 
reducida en nuestras ciudades y pueblos o, en su caso, la denegación de solicitudes efectuadas con dicha finalidad; 
las ocupaciones indebidas de este tipo de plazas por personas sin discapacidad que afecte a su movilidad y las que 
atañen a las retiradas de las tarjetas de movilidad por su uso indebido.

En cuanto a las quejas cerradas relacionadas con la necesidad de más plazas de reserva de aparcamiento para 
personas con movilidad reducida, los ayuntamientos afectados normalmente han demostrado su sensibilidad al 
respecto, anunciando y ejecutando varias acciones encaminadas a esta finalidad.

En lo que se refiere a la retirada que de las tarjetas de aparcamiento para personas con movilidad reducida por 
uso indebido que lleva a cabo la policía local, podemos citar por significativa la queja 18/4087, en la que una persona 
funcionaria, policía local de un municipio andaluz, nos planteaba que había enviado varios correos electrónicos a 
la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales solicitando información sobre la intervención de 
la tarjeta para personas con movilidad reducida que venía observando como Policía Local que para recuperarlas 
se dirijan a la Jefatura de esta policía local y en su defecto al órgano que se las entregó en primera instancia no 
respetándose el procedimiento administrativo al respecto.

Por parte de la Jefatura y la cadena de mandos correspondientes no habían sabido darle una respuesta y habiendo 
consultado verbalmente a la jefatura de servicio, le trasladó que las mismas están correctamente retiradas. 
Imaginaba que los agentes que realizan tales hechos lo hacen por celo profesional debido a la gran cantidad de 
veces que observamos cómo hay personas que inmoralmente las utilizan para su provecho personal y disfrutar de 
estacionamiento gratuito en zonas donde es difícil aparcar.

Una vez que nos dirigimos a la Dirección General de Personas con Discapacidad, a los solos efectos de que a la 
persona interesada se le diera respuesta expresa a sus escritos de consulta, al recibir la respuesta que daba el citado 
organismo al interesado, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

No obstante ello, a la vista de la cuestión de fondo planteada, de la respuesta dada y de las alegaciones que nos 
ha remitido la persona que instó la queja, nos estamos planteando incoar una actuación de oficio, encaminada a 
que esta posibilidad de retirada de la tarjeta de aparcamiento en plazas reservadas que se concede a personas con 
movilidad reducida por un uso indebido de la misma, se efectúe con todas las garantías procedimentales y con 
pleno respeto al principio de seguridad jurídica.

En materia de expedientes sancionadores de tráfico también se plantean cuestiones que afectan a personas con 
discapacidad, como es el caso de la queja 16/5704 concluida en 2018, que versaba sobre la imposición de una multa 
de 200 euros por la imputación de una infracción consistente en estacionar el vehículo en zonas señalizadas para 
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uso exclusivo de personas con movilidad reducida que el reclamante consideraba injusta, ya que había acreditado 
su discapacidad y sostenía que sí colocó la tarjeta de estacionamiento para personas con movilidad reducida en un 
lugar visible, aunque el agente denunciante lo negaba y se había ratificado en la denuncia, por lo que el afectado 
consideraba improcedente la sanción.

El Ayuntamiento desestimó todos los recursos y alegaciones del reclamante por lo que nos vimos obligados a 
emitir Resolución, consistente en Recordatorio de Deberes Legales y Recomendación, al considerar, a la vista 
de toda la información obrante en el expediente, que la infracción imputada no había sido cometida.

Ello por cuanto quedó acreditado que el sancionado es una persona discapacitada con movilidad reducida, que 
tiene concedida una tarjeta que le permite aparcar en lugar reservado para las personas con discapacidad.

Cuestión distinta es dilucidar si constituye una infracción administrativa el hecho de no colocar en lugar visible 
la referida tarjeta de estacionamiento, comportamiento que el Ayuntamiento sanciona sin existir, que nos conste, 
ninguna norma con rango de Ley (principio de legalidad sancionadora del articulo 25 de la Constitución española) 
que así lo recoja. En ningún momento se alude por la administración municipal a norma alguna con rango de ley 
que permita sancionar dicho comportamiento, por lo que de confirmarse tal hecho resultaría improcedente la 
imposición de la multa.

La conclusión que cabe extraer es que la normativa de aplicación no sanciona el descuido u olvido de la 
persona con discapacidad en colocar en lugar visible la tarjeta para personas con movilidad reducida que 
habilita para estacionar en las zonas expresamente reservadas para ello, por más que resulte obligada su colocación 
a fin de facilitar las tareas de verificación de que el titular se encuentra autorizado para estacionar en estos lugares.

Pero siendo entendible tal obligación, no establece dicho Real Decreto que su omisión pueda tener el reproche 
de una sanción no tipificada por el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial.

Al hacerlo se incurre en una clara inobservancia del derecho constitucional a la legalidad sancionadora antes 
citado que solo permite sancionar en los casos previstos en la Ley y del artículo 27.1 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, que dispone que constituyen infracciones administrativas las 
vulneraciones del ordenamiento jurídico previstas como tales infracciones por una Ley, sin perjuicio de lo dispuesto 
para la Administración Local en el Título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

A la vista de estos Antecedentes y Consideraciones y de conformidad con lo establecido en el artículo 29, apartado 
1, de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, formulamos la siguiente

“RESOLUCIÓN:

RECORDATORIO del deber legal de observar el artículo 25, apartado 1, de la Constitución española que expone 
que nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no 
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento y del 
artículo 27, apartado 1, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, que dispone 
que constituyen infracciones administrativas las vulneraciones del ordenamiento jurídico previstas como tales 
infracciones por una Ley, sin perjuicio de lo dispuesto para la Administración Local en el Título XI de la Ley 
7/1985, de 2 de abril.

RECOMENDACIÓN de que, en aplicación del principio constitucional de legalidad sancionadora, que impide 
sancionar conductas no contempladas expresamente como infracción en una norma con rango de Ley, en este 
caso, la falta de colocación visible de la tarjeta de estacionamiento para personas con movilidad reducida, 
mediante el procedimiento que se estime procedente previos trámites legales oportunos, se deje sin 
efecto la sanción de multa de 200 euros impuesta al reclamante”.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/colocar-de-forma-visible-la-tarjeta-de-estacionamiento-para-personas-con-movilidad-reducida-no-es-0


16. Transportes y tráfico - 19
Desglose por temas · IAC 2018

No obstante, por más que hemos intentado que el Ayuntamiento de Sevilla dé respuesta a la resolución formulada, 
ello no se ha producido, por lo que damos cuenta de dicha circunstancia en este Informe Anual al Parlamento de 
Andalucía.

En cuanto a la competencia municipal para la ordenación del tráfico, también se nos han presentado quejas por 
solicitudes de personalización de vías urbanas que debido a su estrechez hace inviable su uso por personas con 
movilidad reducida. Tal es el caso de la queja 18/3556, en la que sus promoventes pretendían que su calle se 
peatonalizara por el Ayuntamiento de la Línea de la Concepción ya que supone un peligro para las personas con 
movilidad reducida y para el resto de peatones, y no cumple con la Ley de Accesibilidad Universal. Manifestaba 
la persona reclamante que el Ayuntamiento de La Línea se niega a cumplir con la ley que nos ampara, y vemos 
nuestros derechos y nuestra seguridad vulnerada.

Tras la petición de informe al Ayuntamiento de La Línea de la Concepción, se nos remite la respuesta dando 
cuenta de las razones que desaconsejan la peatonalización de la calle donde reside la persona afectada, pero 
anunciando que pretenden resolver el problema de acceso a la vivienda mediante la ejecución del nuevo 
proyecto de obras de mejora de pavimentación en varias calles, incluida la calle González de la Vega, con un 
plazo de ejecución de cinco meses y que establecerá las medidas necesarias para solventar el problema que 
motiva la queja.

Así las cosas, entendemos que el problema que motivó la presentación de la queja se encuentra en vías de solución 
a la vista de las actuaciones anunciadas por el Ayuntamiento por lo que, hemos damos por concluidas nuestras 
actuaciones en este expediente de queja y procedido a su archivo.

La problemática relativa al acceso de las personas con discapacidad a los transportes públicos también ha sido 
objeto de actuaciones por parte de esta Defensoría, al habernos presentado queja por la escasez o reducción del 
número de taxis adaptados y ante la demanda de un aumento de autobuses adaptados para su uso por personas con 
movilidad reducida tanto en líneas urbanas como interurbanas. Esta última cuestión ha dado lugar a que mediante 
la tramitación de oficio de la queja 16/0598, hayamos impulsado medidas para la solución de este problema 
de accesibilidad en el transporte público.

Una de las cuestiones que estimamos de vital importancia para la movilidad es la relativa a la accesibilidad en 
el transporte cuyas disfuncionalidades son muy graves suscitando la preocupación y las reivindicaciones del 
colectivo de personas con discapacidad. En la citada queja formulamos a la Viceconsejería de Fomento y Vivienda 
Recomendación de que se adoptaran las medidas oportunas a fin de que se apruebe un Plan de Accesibilidad en el 
transporte interurbano, en el que se establezcan, con claridad, los objetivos a abordar respecto de los autobuses, 
marquesinas, estaciones de autobuses y sus entornos.

En la respuesta obtenida de la Administración autonómica se nos manifiesta que se va a actuar en el sentido 
recomendado por esta Institución; también se nos adelantan las líneas de trabajo que van a configurar la elaboración 
de un programa de accesibilidad en tal sentido. Estas cuatro líneas de trabajo van desde la accesibilidad en las 
infraestructuras del transporte, hasta la inspección del cumplimiento de la accesibilidad, la elaboración de normativa 
especifica del transporte con criterios de accesibilidad y, por último, la accesibilidad en los servicios de transporte 
regular de viajeros por carretera de uso general.

También en esta materia, hemos incoado de oficio la queja 18/1731 al tener conocimiento esta Institución, 
a través de los medios de comunicación de que, al parecer, las personas con discapacidad no pueden acceder a los 
trenes de cercanía en la céntrica estación de tren existente en la plaza de La Nogalera, en Torremolinos 
(Málaga), por la existencia de barreras arquitectónicas.

Siempre según estas noticias, las personas usuarias de estas líneas de ferrocarril llevan nueve años 
reclamando la construcción de un ascensor ya que solo existe una escalera mecánica ascendente para acceder 
a la estación de tren. Al parecer, se está tramitando un expediente de contratación, cuyo proyecto y pliegos 
de condiciones técnicas todavía no se pueden consultar. De ser ciertos estos hechos, la obra no se ejecutaría 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-anuncian-obras-a-corto-plazo-que-solucionan-problemas-de-seguridad-vial-y-accesibilidad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/compromiso-de-adaptar-la-accesibilidad-de-transportes-publicos-al-100-de-la-flota-de-vehiculos
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/queremos-saber-porque-todavia-no-hay-un-ascensor-en-la-estacion-de-ferrocarril-de-la-nogalera-en
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hasta transcurrido un largo plazo de tiempo, habida cuenta de los preceptivos trámites que debe seguir la 
contratación pública.

El expediente se encontraría pendiente del informe del Ayuntamiento, en el que hará llegar sus alegaciones 
sobre el proyecto. Este hecho preocupa a los afectados por las discrepancias técnicas que puedan surgir entre las 
Administraciones intervinientes, ADIF y el propio Ayuntamiento de Torremolinos.

A la vista de tales hechos, y dado el tiempo que se lleva demandando la ejecución de esta importante obra 
e instalación que beneficiará no solo a las personas con discapacidad, sino a todos los usuarios con movilidad 
reducida o que porten maletas o carritos de bebé, iniciamos esta queja de oficio en la que nos hemos dirigido al 
Ayuntamiento de Torremolinos al que hemos formulado Sugerencia para que, con objeto de evitar las posibles 
controversias que, con frecuencia, surgen con proyectos tan complejos como el que nos ocupa, por la Alcaldía 
y/o la delegación municipal que corresponda, se mantenga una línea de información y colaboración recíproca 
que permita, llegado el caso, subsanar lo más pronto posible y de manera consensuada, los posibles conflictos o 
discrepancias que puedan surgir entre ambas administraciones haciendo posible que, finalmente, el proyecto pueda 
ejecutarse en el menor tiempo posible.

También nos hemos dirigido a ADIF al que, en vía de colaboración, le hemos dado traslado, para su conocimiento, 
de la Sugerencia que hemos formulado al Ayuntamiento de Torremolinos y para que, en su caso, nos envíe las 
consideraciones que estime oportunas ante la situación de la estación de ferrocarril a la que hacemos referencia. 
Esta queja sigue actualmente en trámite.

1.4. Educación

1.4.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite: Enseñanzas no universitarias

1.4.2.6 Equidad en la educación

...

Respecto al servicio de transporte escolar, recordemos, además, que la Ley Orgánica de Educación establece 
en su artículo 110 que las obligaciones que se atribuyen a las administraciones educativas en cuanto a accesibilidad 
y adaptación de los centros docentes se extienden también a las condiciones en las que se presta el servicio de 
transporte escolar.

En ocasiones, las graves patologías del alumnado demandan una supervisión constante y especializada que se 
extiende ineludiblemente también al servicio de transporte escolar. La Administración educativa argumenta 
que la normativa aplicable, esto es el Real Decreto 443/2001, de 27 de abril, sobre condiciones de seguridad de 
transporte escolar, no contempla la contratación para el mismo de personal con competencias para la preparación 
y administración de medicamentos ni los actos técnicos de enfermería.

Pero se olvida en ocasiones la Administración de que el uso del servicio de transporte se hace necesario por su 
decisión de escolarizar al alumno en un centro específico por no contar los centros docentes próximos al domicilio 
de aquel de los recursos necesarios para su debida atención.

La solución suele venir instruyendo a los monitores del transporte escolar, bajo supervisión médica, sobre 
métodos de actuación en caso de crisis del alumno. Una decisión que ha de contar con el consentimiento expreso 
de los padres del menor y se hace depender de la voluntad del monitor de asumir nuevas responsabilidades; una 
responsabilidad que no le compete conforme a las funciones encomendadas por el convenio colectivo de aplicación 
(queja 17/5968).

...

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/forman-a-un-monitor-para-la-atencion-sanitaria-a-un-alumno-en-el-transporte-escolar
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